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Provincia de Buenos Aires
Honorable Cámara de Diputados
PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de
L E Y

ARTICULO 1º.- Prohíbase en todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires la venta de líneas telefónicas innominadas, ya sea en agencias de telefonía celular o en otros locales comerciales.

ARTICULO 2º.-  Las empresas de telefonía celular que vendan un equipo móvil y/o habiliten una nueva línea telefónica, deberán, en cada operación, dejar registrada en una base de datos que mantendrán a disposición de cualquier organismo público que pueda solicitarla, la siguiente información;
a) Nombre y apellido del adquirente del equipo y/o línea telefónica
b) Domicilio real del adquirente del equipo y/o línea telefónica
c) Domicilio de facturación de la línea telefónica
d) En caso de flotas, deberá registrarse, además de lo consignado en los incs. a), b) y c), nombre, apellido y domicilio de cada uno de los usuarios de los aparatos que conforman dicha flota, con descripción detallada del móvil que fuera asignado a cada uno de ellos y sus respectivas líneas.
e) En caso de plan familiar o similar, en que una persona habilite más de una línea a su nombre y/o adquiera más de un aparato de telefonía móvil al efecto, deberá registrarse, además de lo consignado en los incs. a), b), y c), nombre, apellido y domicilio de cada uno de los usuarios de las líneas, con descripción detallada del móvil que fuera asignado a cada uno de ellos y sus respectivas líneas.

f) Cuando la persona que solicitare una nueva línea ya registrare otra línea a su nombre, deberá especificar, de manera explícita, si continúa haciendo uso de la misma, o bien el destino dado a aquella. En caso de haber transferido bajo cualquier concepto su uso a una tercera persona, deberá también indicarlo, a fin que la empresa de telefonía proceda de conformidad con lo establecido en el artículo siguiente.

En todos los casos, inexcusablemente, la identidad deberá ser acreditada con DNI.

ARTICULO 3º.- Las empresas de telefonía celular intimarán, dentro del plazo de tres meses desde la entrada en vigencia de la presente Ley, mediante mensajes de texto y/o llamadas telefónicas y/o mediante la modalidad que decidan implementar, a los usuarios no registrados que se encuentren haciendo uso de una línea innominada, y a los usuarios que hubieren recibido bajo cualquier concepto una línea registrada a nombre de otra persona, a registrarse como legítimos usuarios de acuerdo a lo establecido en el Art. 2, dentro del plazo de tres meses contados desde la notificación, vencido el cual, de no regularizar aquellos su situación registral, se procederá a la baja de las respectivas líneas.
Sin perjuicio de lo expuesto en el párrafo precedente, se intimará mediante mensajes de texto y/o llamadas telefónicas y/o con la modalidad que decidan implementar a todos los usuarios de telefonía celular, a regularizar, dentro del mismo plazo, su situación registral de conformidad con lo normado en el Art. 2.

ARTICULO 4º.- El propietario, gerente, encargado, organizador o responsable de cualquier agencia de telefonía móvil, o autoridades de empresas de telefonía móvil, serán responsables del fiel cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley.
ARTICULO 5º.- Serán sancionados con multa de Pesos Cinco mil ($5.000) a Pesos Doscientos mil ($200.000) y clausura de cinco (5) a ciento ochenta (180) días del local comercial, los responsables mencionados en el art. 4 que violaren las prohibiciones y obligaciones contenidas en los Arts. 1, 2 y 3 de la presente Ley.

Sin perjuicio de lo expuesto, las autoridades de comprobación podrán clausurar preventivamente hasta por cinco (5) días lo locales comerciales en los que se hubiere constatado la infracción. Este plazo podrá ser prorrogado hasta un máximo de quince (15) días por resolución fundada. El recurso que contra la misma se interpusiera se concederá al solo efecto devolutivo.
ARTICULO 6º.- Se considerará reincidente a los efectos de esta Ley, toda persona que habiendo sido sancionada por una falta, incurra en otra de igual naturaleza.

ARTICULO 7º.- En caso de reincidencia, para la nueva sanción, se duplicarán los mínimos y máximos de los importes de multa establecido, más la sanción de clausura definitiva.
ARTICULO 8º.- Serán autoridades de comprobación de las infracciones a la presente Ley las respectivas Municipalidades y el Ministerio de Seguridad, quienes designarán agentes públicos investidos de poder de policía preventivo a fin de hacer cumplir la presente Ley.

ARTICULO 9º.- Constatada una infracción a la presente Ley, cualquiera sea la autoridad que hubiere prevenido conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, se elevará dentro de las cuarenta y ocho (48) horas al señor Juez de Paz y donde no lo hubiere, al señor Juez competente.

ARTICULO 10º.- Cualquier persona se encuentra facultada a denunciar transgresiones a la presente Ley, verbalmente o por escrito por ante las autoridades mencionadas en el Art. 8, las que darán inmediata intervención a los agentes designados para proceder a la comprobación de la infracción y actuar conforme con lo reglado en esta Ley.

ARTICULO 11º.- Los importes de las multas que se apliquen en el cumplimiento de la presente serán depositados en una cuenta especial que por esta Ley se autoriza a crear al Poder Ejecutivo, para ser posteriormente destinada a equipamiento policial.

ARTICULO 12º.-  La presente Ley regirá a partir de los treinta (30) días corridos siguientes a su publicación en el Boletín Oficial.

ARTICULO 13º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
FUNDAMENTOS
El presente proyecto de ley busca lograr una mayor transparencia en el ejercicio de la función pública. Los funcionarios públicos son aquellas personas en quienes el pueblo pone en cabeza el ejercicio de la soberanía (artículos 2 y 22 de la Constitución Nacional; y artículos 2 y 58 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires), y por lo tanto tienen un mayor grado de responsabilidad por las responsabilidades que a ellos les fue encomendada.
Nuestro régimen de gobierno surgen tres poderes: el Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial. Cada uno se replica, mutatis mutandi, en los tres niveles de gobierno que posee la Republica, a saber, Nacional, Provincial y Municipal. Cada uno tiene sus funciones claramente definidas, y ningún poder puede hacer lo que constitucionalmente le fue otorgado a otro. En definitiva, es el pueblo el que decidió a través de sus convencionales definir qué función le tocará cumplir a cada quien.
En relación a la representatividad del pueblo, el Poder que por excelencia representa a este es el Legislativo. Así, todos los ciudadanos de la Provincia, a través de las elecciones, designan a quienes los representaran en el ejercicio de su soberanía. Del mismo modo, los ciudadanos de los municipios que componen la Provincia, eligen a quienes ejercerán esta representación en el nivel municipal, con arreglo a la Constitución Provincial, la Ley Orgánica de las Municipalidades (Decreto Ley 6769/58) , y demás normativa pertinente.

He aquí el inconveniente con el que se enfrentan dichos representantes cuando procuran ejercer la función de control del Poder Ejecutivo, en el ejercicio de la función que a ellos les fue encomendada. En el caso de las causas penales, el artículo 280 es claro cuando establece que “Todos los procedimientos son públicos”. Sin embargo, en más de una ocasión, en causas en las que se encuentren involucrados funcionarios públicos, los magistrados deniegan el acceso a las causas bajo investigación, a los miembros del Poder Legislativo provincial o municipal. Esto dificulta el ejercicio de la función de control correspondiente. Es paradójico que tanto la Constitución Provincial en sus artículos 73 inciso 2° y 79, como la Ley Orgánica de las Municipalidades (Decreto Ley 6769/58) en su Capitulo X, impongan en cabeza de la Legislatura y de los Concejos Deliberantes la función de juzgar a los miembros de la Administración, pero después se les niegue el acceso a la información necesaria para desempeñar dicha función. Siendo el Poder Judicial quien está en la mejor posición para recolectar pruebas y resolver el proceder de los funcionarios públicos, parecería lógico brindar acceso a dicha información a quienes tienen la función de juzgar políticamente el accionar de aquellos.

Así las cosas, creemos convenientemente otorgar legitimación expresa a quienes tienen la función de control sobre los miembros de la Administración (Provincial y Municipal) para que tengan acceso a las actuaciones en las que se encuentren, o pudieran encontrarse, involucrados funcionarios públicos. De esta manera se facilita el control constitucional y legal, se cumple con los mandatos republicanos, y no se viola la esfera judicial, que seguirá teniendo a su cargo el juzgamiento de acuerdo a las leyes ordinarias. 

Entendemos que el acceso es un derecho de quienes tienen en su cabeza las funciones previamente explicadas, y que con la presente modificación se pondrá fin a la discrecionalidad judicial de si corresponde autorizar el acceso las actuaciones o no.
Por todo ello solicito a los Señores Legisladores el acompañamiento en la aprobación del presente proyecto de Ley.
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